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REPARACIÓN DIRECTA/ Responsabilidad médica/ Error en el diagnóstico/ Caso de contagio por rabia en menor de edad. 
En este orden, encuentra la Sala que en efecto existió un incumplimiento por parte del Hospital Francisco de Paula Santander ESE, del protocolo de vigilancia de rabia establecido para el efecto por el Instituto Nacional de Salud, en tanto el incidente sufrido por el menor, constituía un riesgo de transmisión de rabia, puesto que la mordedura del animal agresor, provino de un gato no observable, y totalmente desconocido, circunstancia que llevaba a determinar la existencia de una exposición leve, tal como lo clasificó el Hospital Universitario San José en su momento, y por tal el tratamiento a seguir era la aplicación de la vacuna antirrábica como único tratamiento específico.

No se podía entonces establecer como lo hizo el centro hospitalario demandado, que se trataba de un caso ajeno a la exposición rábica, en tanto se desconocía la procedencia del gato y por tal tampoco se tenía certeza del certificado de vacunación del animal agresor tal como exige el protocolo para acceder al tipo de tratamiento que se le aplicó al paciente. Y llama la atención de la Sala que a pesar de advertir la entidad demandada, las circunstancias que rodearon la agresión, las cuales sin lugar a dudas constituyeron una exposición leve, haya consignado en el formulario de notificación, que no existió exposición alguna al virus de la rabia.

En estos términos, para la Sala resulta claro que, la atención médica prestada al menor (….) si tuvo deficiencias a luz de lo establecido en el protocolo de vigilancia de rabia, al emitirse, pese a las circunstancias que rodearon el incidente del menor, un diagnóstico equivocado y por tal, omitir la aplicación del tratamiento correspondiente. 

En efecto, la importancia del diagnóstico radica en que a partir del mismo se plantea el tratamiento a seguir, de manera que una equivocación cometida en esta etapa, tendrá como consecuencia también un error en el tratamiento, por lo tanto, se incurre en falla del servicio cuando la entidad no agota los recursos científicos y técnicos a su alcance recomendados en los protocolos médicos para establecer un diagnóstico definitivo, lo cual en el sub judice fue omitido. 

De este modo, las pruebas obrantes en el expediente permiten a la Sala encontrar como hecho indicado la falla o falta de la entidad demandada – Hospital Francisco de Paula Santander de Quilichao – cuando no se actuó conforme las recomendaciones del protocolo de vigilancia de rabia, a efectos de diagnosticar la exposición del virus de la rabia de la cual fue objeto el menor (….), sin que pueda determinarse en el proceso que la concurrencia de causas naturales, o propias a la situación orgánica y funcional del paciente hayan sido las determinantes para enervar la responsabilidad de la entidad demandada, pues no existe duda que la causa de muerte del menor, fue precisamente el desarrollo del virus de la rabia no tratado debidamente desde un principio.

Se debe indicar que el nexo causal no se rompe, por el hecho de haber adquirido el menor el virus de la rabia en hechos ajenos al centro hospitalario como lo alega el demandado, pues la falla en el presente asunto, radica precisamente en el diagnóstico y tratamiento aplicado con lugar a dicha enfermedad, la cual con seguimiento del protocolo, era posible determinar.

Así las cosas, al encontrarse probada la falla del servicio en que se incurrió en la prestación de servicios médicos al menor (….) porque no se agotaron los protocolos existentes para el diagnóstico y manejo del virus de la rabia, la entidad demandada está llamada a responder por el daño causado.
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Se procede a dictar sentencia dentro del proceso promovido por los señores Cielo Patricia Pérez Vargas, quien actúa en nombre propio y en representación del menor José Manuel Mejía Pérez, Gastón Antonio Mejía Arias en representación de los menores Javier Camilo y Julia Marcela Mejía Pérez,  Lucia Esther Vargas Tribiño quien actúa a nombre propio y en representación de la menor Daniela Martínez Vargas, Gina Marcela Percy Vargas y Eduardo José Brito Vargas, quienes interpusieron Acción de Reparación Directa contra el Hospital Francisco de Paula Santander ESE, encaminada a que se declare a las demandada administrativamente responsable por los perjuicios causados con motivo a la muerte del menor  (…).
I- ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. Pretensiones (Fl. 181 – 194 y 199 - 200 C. Ppal 1)
“PRIMERA: Que el Hospital Francisco  de Paula Santander - ESE es administrativa y patrimonialmente responsable por acción y omisión de la conducta irresponsable, descuidada y omisiva que desplegaron los médicos adscritos al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER - ESE, y por consiguiente de los daños y perjuicios de orden material  y moral ocasionados a las personas que integran la parte demandante en el presente proceso, por falla en el servicio de salud, con el cual la administración ocasionó la muerte del menor (…), quien falleció el día 27 de marzo de 2008, debido al contagio con el virus de la rabia, como consecuencia del incumplimiento de las normas que regulan la salud pública y el control epidemiológico.

SEGUNDA: Condenar, es consecuencia al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER - ESE, como reparación del daño ocasionado, a pagar a los actores, o a quien represente legalmente sus derechos, los perjuicios de orden moral y material, subjetivos y objetivados, actuales y futuros, los cuales se concretaran así:

a). Perjuicios Morales:

Pagúese a la señora CIELO PATRICIA PÉREZ VARGAS, en su condición de madre del menor(…) , (Victima por la falla del servicio médico) El equivalente a mil Quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, o sea la suma de SEISCIENTOS NOVENTA Y DOS MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($692.256.080) y quinientos salarios mínimos legales mensuales (500 S. M. L. M.) para su hijo menor José Manuel Mejía Pérez, o sea la suma de DOSCIENTOS TREINTA MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($230,750,000).

Pagúese a la señora LUCIA ESTHER VARGAS TRIVIÑO, el equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (200 S.M.L.V), en su condición de Abuela del menor Water Stiven, o sea la suma de NOVENTA Y DOS MILLONES TRESCIENTOS MIL PESOS MCTE,- ($ 92.360.000)
Pagúese a MARIA DANIELA MARTÍNEZ VARGAS el equivalente en moneda nacional a cien salarios mínimos legales mensuales {100 S.M.L.M.L o sea la suma de CUARENTA Y SEIS MILLONES CIENTO CINCUENTA MIL PESOS ($46.156.006).
Pagúese a GASTÓN ANTONIO MEJÍA ARIAS, quien actúa en representación de los menores JAVIER CAMILO y JULIA MARCELA MEJÍA PÉREZ," en su condición de hermanos del fallecido (….) quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (500 S.M.L.V), o sea la suma de DOSCIENTOS TREINTA MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($250.750.066), para cada uno de los menores.
Pagúese a GINA MARCELA. PERCY VARGAS, en su condición de tía del menor-fallecido (….) el equivalente en moneda nacional a cien salarios mínimos lega! i mensuales vinotes (100 S.M.L.V), o sea k suma de CUARENTA Y SEIS MILLONES CIENTO CINCUENTA MIL PESOS MCTE.- (S 46.150.006).

 Páguese a EDUARDO JOSÉ BRITO VARGAS, en su condición de tío del menor fallecido (….) el equivalente en moneda nacional a cien salarios mínimos legales mensuales vigentes (100 S.M.L.V), o sea la suma de CUARENTA Y SEIS MILLONES CIENTO CINCUENTA MIL PESOS MCTE.- ($ 41.150.000).
Estas sumas deberán ser actualizadas al momento de proferirse el fallo.
B.  Perjuicios materiales: (Lucro Cesante)
Por perjuicios materiales pagúese a CIELO PATRICIA PÉREZ VARGAS en su condición de madre del menor (…) (Victima de la falla médica), el valor de CUATROCIENTOS SESENTA Y UN MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS MCTE,- ($461.500,900), en la modalidad de Lucro Cesante. Guarismo para el que se tendrá en cuenta la edad al momento del deceso y el término de vida probable de la población colombiana.
Daño emergente

Por concepto de Transportes, compra de medicamente, alimentación y alojamiento en las ciudades de Popayán y Cali se le adeuda a la señora CIELO PATRICIA PEREZ VARGAS, la suma de ocho millones de pesos ($8,006.000), en la modalidad de daño emergente.
Se ordenará la actualización de estas sumas conforme al índice de precios al consumidor entre las fechas es que se causó el daño y la ejecutoria de la sentencia., y su reajuste conforme al interés  técnico del 6% anual que se liquidará en el mismo periodo.

Las sumas  reconocidas en las condenas anteriores devengarán los intereses señalados en el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo desde la fecha de ejecutoría del fallo.
El Hospital Francisco de Paula Santander - Empresa Social del Estado, dará cumplimiento a la sentencia dentro de los treinta (30), días siguientes a su ejecutoria
TERCERA: Condenar es consecuencia al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER - ESI, del municipio de Santander de QBÍMCIMO - Cauca a presentar disculpa públicas a los familiares de Walter Stiven Franco Pérez por razón de haber calumniado la memoria del niño, al animal que la mordedura fue ocasionada por la agresión del niño al gato. Esta disculpa deberá publicarse en un diario de circulación nacional como el Tiempo o el Espectador.

CUARTA. Las condenas serán actualizadas de conformidad con lo previsto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, aplicando a la liquidación la variación promedio mensual del índice de precios del consumidor, desde la fecha de ocurrencia de los hechos o sea 'desde el día 21 de noviembre de 2005 hasta la de ejecutoría del correspondiente fallo definitivo.
QUINTA. La parte demandada dará cumplimiento a la sentencia, en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.”
2. Los Hechos
El día 15 de febrero de 2008, el menor (…), de doce años de edad, fue conducido por la auxiliar administrativa del Colegio Instituto Técnico de Santander de Quilichao, al Hospital Francisco de Paula Santander – ESE, para que se le prestará la atención debida en tanto había sido mordido por un gato que se encontraba en dicha institución.

Al ser atendido el menor en el centro hospitalario, se le realizó por el médico de turno, una limpieza y se le suturó la herida ocasionada por el gato, además se recetó la aplicación de una vacuna antitetánica o tetanol, sin que se le ordenara y aplicara la vacuna antirrábica, ni se reportara inmediatamente a la Secretaría de Salud del Municipio de Santander de Quilichao del accidente rábico, pues dicho trámite se realizó sólo hasta el día 25 de marzo de 2008, incumpliéndose así el protocolo de vigilancia de rabia expedido por el Instituto Nacional de Salud.
Sostiene que la vacuna antirrábica era necesaria, advirtiendo que el gato que mordió al niño no fue capturado para mantenerlo en observación y determinar si se encontraba infectado, no obstante señala, que al preguntar la madre del menor si dicha vacuna antirrábica era necesaria, el médico respondió que no.
El menor (…) viajó con su hermano a la ciudad de Popayán, para pasar las vacaciones de semana santa con el padre de este último, presentando el 20 de marzo de 2008 un fuerte dolor en el brazo derecho, por lo cual fue llevado a la Unidad de Urgencias del Hospital Universitario de San José, en donde luego de su revisión fue dado de alta.
El 21 de marzo del mismo año, cuando regresaban al Municipio de Santander de Quilichao el estado de salud del menor (…) empeoró, situación por la cual debió ser llevado nuevamente de urgencias al Hospital Francisco de Paula Santander – ESE, donde fue atendido y dado de alta el mismo día. El 22 del mismo mes y año, en horas de la mañana, nuevamente es conducido a dicho hospital, donde luego de ser atendido es dado de alta, advirtiéndose a la madre del menor por el personal que se encontraba en servicio, que no era necesario internarlo ya que había que esperar la evolución del tratamiento.

En horas de la tarde se agrava el estado de salud del menor, siendo llevado a las 5:30 de nuevo a urgencias del Hospital Francisco de Paula Santander – ESE, en donde presenta un paro cardiorespiratorio, razón por la cual es remitido al Hospital San José de Popayán, donde el 23 de marzo, al ser valorado por el jefe de la unidad de cuidados intensivos para adultos del centro asistencial, se determinó como causa probable de la enfermedad el contagio del virus de rabia, por tal se aconsejó trasladar de inmediato al niño a la Unidad de Cuidados Intensivo de la Clínica SUMMA en la ciudad de Cali, lugar donde el 27 de marzo de 2008 finalmente fallece el menor.
Sostiene que la dificultad de diagnosticar correctamente el padecimiento de (…), se debió a que el médico tratante, Oscar Consuegra, no cumplió con los protocolos establecidos por el Instituto Nacional de Salud, que prescriben que en caso de mordedura por un animal, como es el caso del gato, se debe informar oportunamente y proceder a la captura del animal y mantenerlo en observación, al menos durante 10 días, para comprobar si está infectado o no, y en el evento de estarlo proceder a vacunar, advirtiendo que de todos modos, la persona afectada debe ser vacunada inmediatamente. De este modo concluye que la omisión del médico tratante de adoptar medidas preventivas recomendadas por los protocolos, ocasionó la muerte del menor, afirmando que el virus de la rabia no es mortal, siempre que se aplique la vacuna de manera oportuna.

B. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA

Hospital Francisco de Paula Santander E.S.E. (Fl. 216-224 C. Ppal 2)
El apoderado de la entidad demanda, procedió a contestar la demanda de manera extemporánea el día 25 de agosto de 2010, siendo fijado en lista el proceso con lugar a la admisión de la demanda, del 15 al 28 de abril de 2010 (Fl. 208-209 C. Ppal 2).
C. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
- De la parte actora (Fl. 132-147 C. Ppal 2)
Señala que dentro del proceso está acreditado que el menor (…) falleció el 27 de marzo de 2008, por “Encefalomielitis rábica”, atribuyendo la responsabilidad de dicho suceso a la entidad demandada en razón a la conducta omisiva del médico tratante, quien sostiene debió, además de aplicar la vacuna antirrábica, informar oportunamente sobre el incidente rábico a las entidades correspondientes. 
Indica que el descartase en un principio por el médico tratante la posibilidad del contagio, hizo imposible con posterioridad se llegara al diagnóstico de la afección, hasta que al final, un médico del Hospital Universitario San José de Popayán, que había conocido un caso similar, diagnosticó el evento como rábico. Advierte que de haberse recetado las vacunas antirrábicas o proceder a notificar a la Secretaría de Salud sobre el incidente rábico, el menor no habría muerto.
Advierte que el reporte ante la entidad competente, se vino a realizar primero por el Hospital Universitario San José de Popayán el 23 de marzo de 2008, fecha en que se supo la patología padecida por el menor, siendo reportado por el Hospital Francisco de Paula Santander, sólo hasta el 25 del mismo mes y año.
Sostiene que la muerte del menor obedeció a una falla de la administración por la indebida prestación del servicio médico.

- Del Hospital Francisco de Paula Santander (Fl. 264-267 C. Ppal 2)
El apoderado de la entidad demandada manifiesta que de la historia clínica se extrae, que el menor (…) fue atacado por un gato al ser provocado por varios menores, entre ellos el mencionado, elementos que al ser valorados por el médico tratante le hicieron inferir razonablemente, que se trataba de una exposición leve, por tal procedió a tratar la herida y ordenar la vacuna antitetánica.
Advierte que el contagio del virus de la rabia no se produjo por causas imputables al Hospital Francisco de Paula Santander ESE, ni al médico tratante, sino a la exposición a la que fue sometido el menor en el instituto educativo, cuando el gato fue provocado, hecho que reitera incidió en el tipo de diagnóstico y por tal el tratamiento prescrito, pues refiere que no hay prueba alguna de la que se pueda inferir que el ataque del gato fue espontáneo.

Considera que no puede darse valor probatorio a los documentos allegados con la demanda, consistentes en “Protocolo de Vigilancia de Rabia” y “Guía práctica para la atención de personas agredidas por un animal potencialmente transmisor de rabia”, en tanto los mismos no se encuentran suscritos, ni se demostró la autenticidad de su contenido.

Afirma que ninguna de las pruebas obrantes en el expediente, le permite al juez inferir que científicamente el procedimiento médico desplegado por el Doctor Oscar Consuegra, fue equivoco, y que esa omisión o falla sea la causa de la muerte del menor, manifestando que no obra prueba que permita ilustrar y orientar al juez respecto del procedimiento adecuado para este tipo de casos; situación que considera no permite emitir una sentencia condenatoria, pues de ser así estaría fundamentada en suposiciones y probabilidades no probadas en el proceso.

Señala que el Despacho incurrió en un error al negar las pruebas solicitadas en la contestación de la demanda bajo el argumento de haberse presentado de manera extemporánea, pues explica que si bien se fijo en lista el proceso del 15 al 28 de abril de 2010, lo cierto es que al ser adicionada la demanda por la parte actora, el proceso fue nuevamente fijado en lista durante los días 7 a 21 de octubre de 2010, por tal al ser radicada dicha contestación el 25 de agosto de 2010, se debió entender que fue presentada oportunamente y en consecuencia acceder a las pruebas solicitadas y las excepciones ahí propuestas. En razón a ello solicita, se decreten de oficio las pruebas solicitadas en la demanda, pidiendo de todos modos, que sean denegadas las pretensiones de la demanda.
D. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

El Agente del Ministerio Publico no rindió ningún concepto.

II. CONSIDERACIONES

1. Competencia
Esta Corporación es competente para resolver el presente proceso en razón al lugar de ocurrencia del hecho por el cual se acciona y a la cuantía a la fecha de presentación de la demanda (20 de noviembre de 2008), de acuerdo con la regulación establecida en los artículos 134D, lit. f) y 134E del Código Contencioso Administrativo, en concordancia con el artículo 20 numerales 1º y 2º del C.P.C.
, ordenamiento que resulta aplicable en consideración a que la demanda fue promovida con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
.
En cuanto a la entidad demandada se tiene que es una Empresa Social del Estado denominada Hospital Francisco de Paula Santander, cuya naturaleza jurídica de conformidad con el Decreto 1876 de 1994
, es descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, por tal con capacidad para comparecer directamente al proceso.
2. Caducidad
De conformidad con el artículo 136 numeral 8º del C.C.A. la acción de reparación directa “…caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa.”
De acuerdo con el libelo introductorio, el hecho dañino del cual derivan los perjuicios por cuya reparación se demanda en el caso concreto, tuvo lugar el 27 de marzo de 2008; en este orden, encuentra la Sala que la acción instaurada no se encuentra caducada, toda vez que la demanda se instauró de manera oportuna el 20 de noviembre de 2008 (Fl. 195 C. Ppal 1). 

Así entonces, se encuentra que la demanda se presentó dentro del término de dos años que para el efecto señala el numeral octavo del artículo 136 del C.C.A.
3. Cuestión previa
Solicita la entidad demandada en el escrito de alegatos de conclusión, se practiquen las pruebas solicitadas en la contestación de la demanda, argumentando que la misma fue presentada de manera oportuna, incurriendo el Despacho en un error al declarar su extemporaneidad.

Al respecto, observa la Sala que efectivamente en el auto que abrió a pruebas el proceso (Fl. 236 C. Ppal 2), se dispuso que la contestación presentada el 25 de agosto de 2010 por el apoderado de la entidad demandada obrante a folios 216 a 224, no podía ser tenida en cuenta, en tanto había sido presentada de manera extemporánea, por fuera del término de la fijación en lista, el cual ocurrió durante los días 15 a 28 de abril de 2010.
Ahora, se observa que frente al auto que abrió a pruebas al proceso, las partes no manifestaron inconformidad alguna por vía del recurso procedente, quedando en consecuencia dicha decisión en firme. De todos modos, es preciso aclarar al demandado, que si bien el proceso fue nuevamente fijado en lista durante los días 7 y 21 de octubre de 2010, ello obedeció a la admisión de la adición de la demanda presentada por el apoderado de la parte actora, la cual consistió únicamente en la incorporación del registro civil de nacimiento del menor (…), siendo que el término en mención – fijación en lista-, sólo corrió para efectos de que la parte demandada se pronunciara sobre dicha adición, más no como una extensión de tiempo para la contestación de la demanda.

En razón a lo expuesto, no es procedente la solicitud formulada por el apoderado de la parte demandada.
4. Sobre la responsabilidad patrimonial por la prestación del servicio de salud
Es importante recordar que de tiempo atrás la jurisprudencia del Consejo de Estado abandonó la teoría de la falla presunta para acoger la regla general que señala que en materia de responsabilidad médica deben estar acreditados en el proceso todos los elementos que la configuran, esto es, el daño, la actividad médica y el nexo de causalidad entre ésta y aquel, sin  perjuicio de que para la demostración de este último elemento las partes puedan valerse de todos los medios de prueba legalmente aceptados, cobrando particular importancia la prueba indiciaria. 

Al respecto, el Consejo de Estado en sentencia de 24 de marzo de 2011, con ponencia del Consejero Hernán Andrade Rincón
 sobre la responsabilidad derivada de la prestación del servicio de salud, expresó:

“Debe señalar la Sala que en el presente evento han de examinarse las pretensiones indemnizatorias de la demanda a la luz del régimen de falla probada del servicio que impone no solamente establecer que se ha producido un daño a quien demanda, sino que, además, éste le sea imputable al ente demandado por haber sido resultado de una falla en la prestación del servicio, tesis actualmente aceptada por la Sección
[1]. 
Igualmente en cuanto a las diferentes variantes a tener en cuenta en asuntos como el presente, la Sala se remite a lo expresado por la Sección en sentencia de 18 de febrero de 2010 con ponencia de la H. Consejera Ruth Stella Correa Palacio
[2] en la cual se analizaron detenidamente los diferentes tipos de responsabilidad estatal que podían desprenderse de una falla médica.

En este punto, debe enfatizar la Sala, que el régimen de falla probada en asuntos médicos ha sido morigerado por la Sección en aquellos casos en los cuales la ausencia de prueba documental y técnica impidan llegar a la certeza absoluta del nexo causal entre el daño sufrido y los procedimientos efectuados, permitiendo para el efecto acudir a elementos de prueba indirecta como son los indicios, así se explicó en sentencia de 13 de mayo de 2009
[3],

“En varias providencias proferidas por la Sala se consideró que cuando fuera imposible demostrar con certeza o exactitud la existencia del nexo causal, no sólo por la complejidad de los conocimientos científicos y tecnológicos en ella involucrados sino también por la carencia de los materiales y documentos que probaran dicha relación, el juez podía “contentarse con la probabilidad de su existencia”
[4], es decir, que la relación de causalidad quedaba probada cuando los elementos de juicio que obraran en el expediente conducían a “un grado suficiente de probabilidad’
[5]”, que permitían tenerla por establecida. 

“Pero, de manera más reciente se precisó que la exigencia de “un grado suficiente de probabilidad”, no implica la exoneración del deber de demostrar la existencia del vínculo causal entre el daño y la actuación médica, que haga posible imputar responsabilidad a la entidad que presta el servicio, sino que esta es una regla de prueba, con fundamento en la cual el vínculo causal puede ser acreditado de manera indirecta, mediante indicios
[6].
Y en sentencia de 28 de abril de 2011 con ponencia del Consejero Danilo Rojas Betancourth
 sobre el tema señaló:

“21. La Sección Tercera del Consejo de Estado ha consolidado una posición en materia de responsabilidad del Estado por la prestación del servicio de salud, en virtud de la cual aquella es de naturaleza subjetiva, advirtiendo que es la falla probada del servicio el título de imputación bajo el cual es posible configurar la responsabilidad estatal por la actividad médica hospitalaria, de suerte que se exige acreditar la falla propiamente dicha, el daño antijurídico y el nexo de causalidad entre aquella y éste
. 
En relación con la carga de la prueba del nexo causal, se ha dicho que corresponde al demandante, pero dicha exigencia se modera mediante la aceptación de la prueba indirecta de este elemento de la responsabilidad, a través de indicios, al tiempo que no se requiere certeza en la determinación de la causa, sino que se admite la acreditación de una causa probable.
”
Ahora, en cuanto la actividad desplegada por el médico tratante, en relación con la valoración y diagnóstico del paciente, la cual involucra la responsabilidad de la entidad prestadora del servicio de salud, el Consejo de Estado ha precisado que: 
“18. Ahora bien, teniendo en cuenta que el ejercicio de la medicina no puede asimilarse a una operación matemática y que a los médicos no se les puede imponer el deber de acertar en el diagnóstico
, la responsabilidad de la administración no resulta comprometida sólo porque se demuestre que el demandante sufrió un daño como consecuencia de un diagnóstico equivocado, pues es posible que pese a todos los esfuerzos del personal médico y al empleo de los recursos técnicos a su alcance, no logre establecerse la causa del mal, bien porque se trata de un caso científicamente dudoso o poco documentado, porque los síntomas no son específicos de una determinada patología o, por el contrario, son indicativos de varias afecciones.   

19. En relación con la responsabilidad civil por error en el diagnóstico, la doctrina extranjera ha señalado que: 

Puede afirmarse que el diagnóstico es uno de los principales momentos de la actividad médica, pues a partir de sus resultados se elabora toda la actividad posterior conocida como tratamiento propiamente dicho. De allí que el diagnóstico se termina convirtiendo en un elemento determinante del acto médico, ya que del mismo depende el correcto tratamiento o terapéutica.

Cronológicamente el diagnóstico es el primer acto que debe realizar el profesional, para con posterioridad emprender el tratamiento adecuado. Por ello bien podría afirmarse que la actividad médica curativa comprende dos etapas. La primera constituida por el diagnóstico y la segunda por el tratamiento.

 (…)

El diagnóstico, por su parte, puede descomponerse en dos tipos de actuaciones, distinción que tiene vital importancia al momento de analizar la culpa del profesional.

En una primera etapa, o fase previa, se realiza la exploración del paciente, esto es, el examen o reconocimiento del presunto enfermo.  Aquí entran todo el conjunto de tareas que realiza el profesional y que comienzan con un simple interrogatorio, tanto del paciente como de quienes lo acompañan y que van hasta las pruebas y análisis más sofisticados, tales como palpación, auscultación, tomografía, radiografías, olfatación, etc.  Aquí el profesional debe agotar en la medida de lo posible el conjunto de pruebas que lo lleven a un diagnóstico acertado.  Tomar esta actividad a la ligera, olvidando prácticas elementales, es lo que en más de una oportunidad ha llevado a una condena por daños y perjuicios.

En una segunda etapa, una vez recolectados todos los datos obtenidos en el proceso anterior, corresponde el análisis de los mismos y su interpretación, “coordinándolos y relacionándolos entre sí, siendo también precisa su comparación y contraste con los diversos cuadros patológicos y conocidos por la ciencia médica; es decir, se trata en suma, una vez efectuadas las correspondientes valoraciones, de emitir un juicio”
.

Esta operación valorativa de todos los antecedentes es la que presenta los mayores inconvenientes al momento de juzgar la conducta médica, pues como en definitiva se trata de un juicio incierto, la culpa profesional debe valorarse con sumo cuidado, y siempre teniendo en cuenta que no estamos frente a una operación matemática
. 

20. Con fundamento en lo anterior, puede sostenerse que en los casos en los que se discute la responsabilidad de la administración por daños derivados de un error de valoración, la parte actora tiene la carga de demostrar que el servicio médico no se prestó adecuadamente porque, por ejemplo, el profesional de la salud omitió interrogar al paciente o a su acompañante sobre la evolución de los síntomas que lo aquejaban; no sometió al  enfermo a una valoración física completa y seria
; omitió utilizar oportunamente todos los recursos técnicos a su alcance para confirmar o descartar un determinado diagnóstico
; dejó de hacerle  el seguimiento que corresponde a la evolución de la enfermedad, o simplemente, incurrió en un error inexcusable para un profesional de su especialidad
.  

21. Por su parte, el juez deberá hacer un análisis riguroso y completo de los medios a su alcance para establecer si hubo o no falla. En especial, deberá examinar la información consignada en la historia clínica con el fin de establecer qué acciones se llevaron a cabo para orientar el diagnóstico de la enfermedad. También deberá apelar, en la medida de lo posible, al concepto de peritos o expertos para aclarar aspectos de carácter científico que escapan a su conocimiento. No obstante, dada la complejidad de los factores que inciden en la exactitud del juicio, el juez tendrá que ser en extremo cuidadoso al momento de valorar esta prueba pues resulta relativamente fácil juzgar la conducta médica ex post. Por ello, la doctrina ha señalado que “el juez y los peritos deben ubicarse en la situación en que se encontraba el médico al momento de realizar dicho diagnóstico”
. 

22. En similar sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en jurisprudencia que ahora se reitera, ha señalado que lo decisivo en estos casos no es establecer si el médico se equivocó, sino si realizó los procedimientos adecuados para llegar a un diagnóstico acertado: 

(…) no olvida la Sala la advertencia hecha anteriormente sobre lo relativamente fácil que puede resultar el juzgamiento ex post de la conducta de los médicos, quienes se encuentran siempre, al efectuar el diagnóstico, ante un panorama incierto. Se impone, entonces, concluir que al médico no le es cuestionable el error en sí mismo, sino el comportamiento inexcusable que lo llevó a cometerlo.
Al respecto, autores como Ataz López y Lorenzetti, citados por Vázquez Ferreyra, han expresado, refiriéndose a la responsabilidad civil de los médicos, que el error que exime de responsabilidad no ha de ser una anomalía en la conducta, sino una equivocación en el juicio, por lo que se hace necesario investigar si el galeno adoptó todas las previsiones aconsejadas por la ciencia para elaborar el diagnóstico.
 Y dadas las limitaciones de la medicina, debe aceptarse que, en muchos casos, habiendo claridad sobre la imputabilidad del daño a la acción u omisión de los profesionales que tuvieron a su cargo la atención del paciente, éste puede resultar obligado a soportarlo
.
En consecuencia y de conformidad con lo expuesto por el Consejo de Estado y referido anteriormente, el régimen de responsabilidad aplicable al presente caso será el de falla probada del servicio y por tanto, procede la Sala a verificar si con las pruebas obrantes en el expediente se encuentra acreditado que existió falla en el servicio médico por parte de la entidad demandada con ocasión de los servicios de salud prestados al menor (….), entre el 15 de febrero y 27 de marzo de 2008, fecha de su fallecimiento. 

CASO CONCRETO

1. El daño
En cuanto al material probatorio recaudado, se logró acreditar que el menor (…), falleció el 27 de marzo de 2008, en la ciudad de Cali, según consta en el registro civil de defunción obrante en el expediente (Fl. 87 C. Ppal 1).
En el informe de autopsia correspondiente al mencionado, realizado por el Hospital Universitario del Valle, obrante a folio 84 del cuaderno principal, se logró verificar que éste presentó como diagnóstico final el siguiente:

“I. Encefalomielitis rábica con compromiso de tallo cerebral, corteza temporal bilateral y médula espinal (C1) con inmuno fruorescencia positiva y 
a) Cuerpos de negri

b) Edema cerebral

c) Lisis neuronal

d) Infiltrato linfocitorio hepática

e) Historia de estatus convulsivo
II. Estado de choque con:

a) Congestión visceral generalizada

b) Necrosis centrolobulillar hepática

c) Necrosis tubular aguda

d) Estado de anasarca

III. Atelectasia pulmonar bilateral

IV. Historia de hipocalcemia con tetania

VI) Equimosis en sitios de venopunción y tórax

VII) Escara sacra por comprensión

VIII) Ulcera gástrica antral aguda”
En consecuencia, se encuentra demostrado el daño consistente en la muerte del menor Walter Stiven Franco Perez. 

2. De la falla atribuida al Estado.

La parte demandante alega que la muerte del menor (…), ocurrió por la omisión en prestar debidamente la atención al paciente siguiendo los protocolos médicos, dejándose de aplicar la vacuna antirrábica e informar a la autoridad competente sobre el incidente rábico, lo que considera conllevó a que no se pudiera realizar un diagnóstico certero de su patología e impidió su adecuado tratamiento; para ello se hace necesario establecer si existen pruebas que acrediten si tales hechos son ciertos.
Lo probado en el proceso: 

Conforme la historia clínica allegada con la demanda en copia auténtica, (Fl 1 y ss C. Ppal 1), se encuentra que:

- El menor (…), ingresa por urgencias al Hospital Francisco de Paula Santander, el 15 de febrero de 2008, siendo atendido por el médico  de turno Oscar Consuegra, quien señaló: (Fl. 8 C. Ppal)
“II. INGRESO DE PACIENTE AL ÁREA DE ATENCIÓN

- INGRESA POR SUS PROPIOS MEDIOS

SI X
NO

- ESTADO DE CONCIENCIA AL INGRESO

CONCIENTE X

INCONCIENTE

MUERTO

III DILIGENCIAR EN CASO DE ACCIDENTE O TRAUMA
FECHA OCURRENCIA  15  02  2008
     HORA: 16:00 PM

SITIO DE OCURRENCIA:










Col Instituto Técnico

IV. ANAMNESIS, ANTECEDENTES, REVISIÓN POR SISTEMAS

- MOTIVO DE CONSULTA Y ENFERMEDAD ACTUAL:

Mordida x gato. Paciente fue mordido x gato provocado por varios adolecentes, en mano derecha.

- REVISIÓN POR SISTEMAS: Normal

- ANTECEDENTES MD, Qx, HOSPITALIZACIÓN, ALERGICOS, TOXICOS, FARMACOLÓGICOS, FAMILIARES, OCUPACIONALES:

Vacunas completo

Dxcos No

Quirúrgica Apendicectomia hace 14 meses.

V. DATOS DE EXAMEN FISICO:

(…)

- ASPECTO GENERAL: Normal

- CARA: Normal
- CABEZA Y CUELLO: Normal
- ORL: Normal
- TORAX: Normal
- CARDIOPULMONAR: Normal

- ABDOMEN: Normal

(…)

- EXTREMIDADES: Herida puntiforme base 5to dedo mano derecha

- NEUROLOGICO: Normal

- DIAGNÓSTICO DE INGRESO:
Herida mano D.

- PLAN A SEGUIR:

Lavado de herida con jabón azul
Toxoide tetánico

- COMPLICACIONES

SI

NO X

- PROCEDIMIENTO REALIZADO

Lavado de herida”
En la misma fecha - 15 de febrero de 2008-, según prescripción médica, le fue ordenado al menor (…), “toxoide tetánico amp. 0,5 mlt”. (Fl. 6 C. Ppal)
- El 20 de marzo de 2008, en horas de la mañana, el menor es atendido por urgencias del Hospital Universitario de San José de Popayán, al presentar dolor en miembro superior derecho. En el formato de ingreso, se consignó: (Fl. 18 C. Ppal)
“Paciente que llega por sus propios medios despierto y alerta; consulta por dolor MSD y se observa muy hipoactivo y álgido” 

- Al ser atendido por el médico interno, se registró: (Fl. 13 C. Ppal)
“Motivo de consulta: Dolor en miembro superior derecho

Paciente previamente sano que presenta dolor en toda la extremidad derecha de leve intensidad hace 5 días, el día de ayer presenta alza térmica no cuantificada, en la mañana con dolor acentuado en mano y antebrazo distal derecho de gran intensidad en escala visual análoga 8/10 que se presenta en descanzo (sic) y en actividad con períodos de disminución a 6/10 en escala V.A. pero no le permite conciliar el sueño por lo cual consulta el día de hoy.
No recuerda antecedentes traumáticos o sobre esfuerzos, no hay antecedentes de cuadro similar previo.
Antecedentes personales:

Madre de 36 años G4 P4 producto de primer embarazo parto institucional al parecer sin complicaciones.
Grupo sanguíneo A RH +

Inmunizaciones completas para la edad última vacuna hace 2 años

Desarrollo sicomotor: Actualmente en 1º Bachillerato no ha perdido años.

Quirúrgicos: Apendicectomía 13 de diciembre de 2006 Hospital Francisco José de Paula Santander.

Niega antecedentes patológicos, farmacológicos, alérgicos traumáticos (-), transfusionales (-)

Padre falleció por cáncer hepático hace 9 años

Niega otros antecedentes

Hábitos y medio ambiente: Vivienda urbana  con todos los servicios básicos convive con madre y hermana de 2 años de edad. 
Contacto con gato. No cultivos.
No practica deportes (…) 

Revisión por sistemas:

(…)

Niega síntomas Cardiorrespiratorios, órganos de los sentidos, oseomusculares en dos últimos meses. Refiere fenómeno de Rainaud.
Examen Físico:

(…)
I.Dx. 1) Síndrome doloroso en miembro superior derecho

        2) Enfermedad del colágeno?

3) Osteomielitis v/s celulitis incipiente???

Plan: SS  Hemograma  -PCR

         Valoración por pediatría” (Negrillas fuera de texto)
- Posteriormente, el menor es atendido en el área de pediatría: (Fl. 14 C. Ppal)
“Pte de 12 años de edad quien consultó por dolor en MSD de aproxi. 5 días de evolución que inicia de leve intensidad pero en noche no le permitió conciliar el sueño, presentando hoy con mayor intensidad por lo cual consulta- Al parecer tuvo un poco de hipotermia agu. (sic)
(…)

I.Dx. descarta neuropatía periférica

Plan SS CH-PCR-“
- A la 1:30 Pm del 20 de marzo de 2008, el Médico Pediatra autoriza la salida del menor (…) del Hospital Universitario San José de Popayán. (Fl. 14 Rvso, 15 y 29 C. Ppal) 
- En la misma fecha - 20 de marzo de 2008-, le fue prescrito al menor (…) por el médico cirujano del Hospital Universitario San José de Popayán: (Fl. 10-11 C. Ppal)
1. Acetaminofén + Codeina 30 mg (…)

2. Ácido abscórbico Tab 500 mg (…)

3. Líquidos Orales abundantes”

Plan: valoración consulta externa de pediatría en 1 semana”

- El 21 de marzo de 2008 a la 1:25 PM, es atendido de urgencias en el Hospital Francisco de Paula Santander ESE:
- MOTIVO DE CONSULTA Y ENFERMEDAD ACTUAL 
Paciente con 1 semana de cuadro febril con osteomialgias y cefalea ahora. (desde ayer) tos expectoración amarilla emesis y dolor marcado y fuerte MSD 
- ANTECEDENTES MD, Qx, HOSPITALIZACIÓN, ALERGICOS, TOXICOS, FARMACOLÓGICOS, FAMILIARES, OCUPACIONALES:

AP Hosp (-) Alergicos (-) Toxicos (-) 

Estuvo en Popayán hace una semana llega ayer.

V. DATOS DE EXAMEN FISICO:

(…)

- ASPECTO GENERAL:

- CARA: Anormal albico agudo
- CABEZA Y CUELLO: Normal 

- ORL: Normal petequias  faringe
- TORAX: 
- CARDIOPULMONAR: No soplos 
- ABDOMEN: Bld p(+) No Megalia no dolor
(…)

- EXTREMIDADES: Normal Dolor al presionar músculos brazos 
- NEUROLOGICO: Normal No síntomas meninges
- DIAGNÓSTICO DE INGRESO:

Sx febril

Dengue

Neumonía 
Miositis viral

Escarlatina

(…)
- COMPLICACIONES

SI

NO X

(…)
- PROCEDIMIENTO REALIZADO

Cefolixina acetaminofén

Reumadol caps 3 mlg
Control por consulta externa”
- Evolución de enfermería del 21 de marzo de 2008, en el que se registra:
Ingresa pte al seguro de urgencias consiente y orientado, llega en silla de ruedas acompañado. “pte consulta x fiebre dolor en las extremidades, dolor en todo el cuerpo” fiebre, petequias en paladar.  Tº=39ºC Fc= 128 (…) En reposo en cama  se le canaliza vena con (ilegible) A20 con SSN x 1.000cc (…).
Pte que Vx Dr, Botero y ordena dar alta (…)

- El 22 de marzo de 2008 a las 5:30 PM, reingresa por urgencias el menor (….), al Hospital Francisco de Paula Santander: (Fl. 40 C. Ppal)
DIAGNOSTICO DE INGRESO:

1. Neumonía 

2. Meningitis  Vs Meningo encefalitis

3. Sepsis 

4. Estatus convulsivo 

DATOS CLINICOS DE INGRESO:

Desde hace 8 días refirió dolor en brazo fue manejado con analgésicos sin ninguna: Astnia, Adinamia, decaimiento, fiebre alta que no cedía a acetaminofen, Hoy la madre lo encuentra cianótico, con dificultad marcada para respirar lo ingresa por urgencias y se encuentra paciente en emergencia, en paro cardio-respiratorio, cianótico, pupilas mioticas no reactivas. Se le realizan maniobras de RCP se entuba con TOT 5.5 se maneja con adrenalina, inicia episodio convulsivo tónico clónico de MS  IS, se maneja con midazolan, dipirona  1 dosis, diazepan 2 dosis epanin 500 mg, se pasa SNG sonda vesical.
Se registra la orden de remisión al Hospital Universitario San José de Popayán en tanto la atención requerida es de III Nivel.
Al respecto, igualmente obra las anotaciones realizadas por enfermería en los formatos de evolución obrantes a folios 47 a 49 del cuaderno principal.
- En el registro de evolución del paciente, llevada a cabo durante el día 22 de marzo de 2008, por el personal del Hospital Francisco de Paula Santander ESE, se consignó: (Fl. 45 y 46 C. Ppal)
Pediatría

Hora 19h

Llamado a las 17+30 por paciente con parocardiorespiratorio – al llegar lo encuentro intubado ya ha recuperado frecuencia cardiaca se cesa masaje se confirma adecuada colocación del tubo oroingueal tubo #5.5.. el paciente comienza a presentar convulsiones tonicoclonicas en MI hr:17+45 se inicia manejo con Midazolan, Diazepam, (…) No cede la convulsión se llama a anestesiología se inicia manejo con pentotal y anestesia general no cede la convulsión solo disminuye un poco.
(…)

Paciente con cuadro de 1 semana de evolución de síntomas de dolor en miembros superiores con persistencia de fiebre.

Se hizo diagnostico de escarlatina. Hoy permanece febril y con vomito.

Actual/ posterior a medicaciones múltiples colocados persiste convulsiones tónicoclonicas en MI.

(…)

I Dx: Neumonia 

Meningitis vs meningoencefalitis

Sd Convulsivo status convulsivo 

Descarta hemorragia cerebral
Se remite a HUSJ de Popayán y se comentó paciente persiste convulsionando, se le explica claramente a la madre

Anestesiología 
19:00

Llamado para atender menor (hombre) 12 años en estatus convulsivo, al parecer de origen infeccioso (Meningoencefalitis) (…)

Llama la atención que la convulsión compromete únicamente miembros inferiores. (…)

23/03/2008

8+50 AM

INFORME TELEFONICO

Me comunico con MD turno de HSJ y me informan que niño continua en estado crítico, Dx no claro y se remitirá a UCI SUMMA en Cali.

TAC: edema cerebral

- En la historia clínica, consta que el 22 de marzo de 2008, en horas de la noche, fue remitido el menor (…) al Hospital Universitario San José “en ambulancia con médico disponible y la auxiliar de enfermería, paciente con sonda vesical a drenaje por la cual elimina amarrillo claro.”
- A las 9:50 pm de la misma fecha, el menor es recibido en el servicio de urgencias de pediatría del Hospital Universitario San José de Popayán: (Fl. 55 C. Ppal)
“MS: Remitido de H. Sder de Quilichao. Hace + 6 días inicia dolor en miembro superior derecho intenso a moderado, sin otro síntoma asociado. Consulta el 20 III a este centro donde se encuentra examen físico normal, leucocitos normales PCR (-) neutrofila leve. Inicio de tramadol, mejoría del cuadro se envía a casa. Hace dos días astenia, adinamia, decaimiento, fiebre no cuantificada que no mejora con dolex. Ayer valorado en II Nivel ordena cefalexina por “escarletina”, sin mejoría. Anoche múltiples episodios de vomito, los últimos con pinta de sangre. Hoy la tarde la madre lo encuentra cianótico y con dificultad marcada para la respiración, ingresa a II Nivel donde encuentran paciente en parocardiorespir. Cianótico, pupilas mioticas no reactivas, inician maniobras de RCP, entubación OT y adrenalina, recuperan FC, posterior convulsiones tonicocronicas, se inicia midozolan, diazepan y epamin (15 mg/kg) sin mejoría (…). AP: apendicitis hace 1 año, tto Qco. Aruñazo de Gato hace 1 mes. (…).” 

(…) cuando estaba en tomógrafo hace 1 paro cardio resp. requiere maniobras de RCP avanzada, luego otros 3 episodios de paro. Requirió goteo de adrenalina (…)”

 Se registra la necesidad de remisión a Unidad de Cuidados Intensivos Pediátricos, Nivel IV, en la ciudad de Cali, la cual según consta a folio 56 del cuaderno principal, a pesar de ser aceptada en SUMA, UCIP de Cali, no fue posible realizar inmediatamente la remisión del paciente porque su condición era inestable.
- Previo a la remisión del paciente, el médico pediatra del Hospital Universitario San José de Popayán, el 23 de marzo de 2008, a las 11:00 AM, anotó:
Enterado de la historia clínica y el cuadro actual existe hace 20 días un ataque de un gato en el colegio sin causa aparente atacándolo en una mano, igual que a dos compañeros más.

(…)

Ante los accedentes se plantea dx de RABIA

Se ordena al personal del servicio tomar todas las medidas de protección aunque ha sido manipulado adecuadamente. (…)”
- El 23 de marzo de 2008 a las 12:30 PM, es remitido el menor (…) a la Clínica SUMA de la ciudad de Cali, según consta en orden médica de salida y notas de enfermería (Fl. 61 y 70 Rvso C Ppal). 

- Finalmente, a pesar de no obrar en el expediente la historia clínica diligencia durante su estadía en la Clínica SUMA de la ciudad de Cali, se tiene que el menor murió el 27 de marzo de 2008 con diagnóstico final de “Encefalomielitis rábica”, según consta en la Autopsia practicada el mismo día por el Hospital Universitario del Valle. (fl. 84 C. Ppal)
En cuanto al reporte del incidente rábico, observa la Sala que obran en el expediente dos formularios  diligenciados tanto por el Hospital Universitario de San José de Popayán, como por el Hospital Francisco de Paula Santander, en los que se refiere la situación presentada con relación al menor (….). Pues bien en dicho informe se consignó que:

 - Por el Hospital Francisco de Paula Santander: (Fl. 51-52)
	4. DATOS DE LA AGRESIÓN O CONTACTO

	4.1. TIPO AGRESIÓN O CONTACTO
	4.2. ¿PROVOCADA?

	(X )MORDEDURA                               ()  ARAÑAZO RASGUÑO             ( ) LAMEDURA                                            ( )CONTACTO DE SALIVA CON PIEL LESIONADA O MUCOSA
	(X)SI                              ()  NO

	
	

	
	

	4.3. TIPO DE LESIÓN                                                       4.4. PROFUNDIDAD                                          
	4.5. LOCALIZACIÓN

	(X)UNICA   ( )MULTIPLE                                                   (X) SUPERFICIAL      (  ) PROFUNDA            
	(X)MANO- DEDO

	
	

	5. DATOS DE LA EXPOSICIÓN Y DEL ANIMAL AGRESOR

	5.1. TIPO DE EXPOSICIÓN
	5.2. FECHA DE LA AGRESIÓN

	(X) NO EXPOSCIÓN             () EXPOSICIÓN LEVE                (  ) EXPOSICIÓN GRAVE          ()RABIA HUMANA 

5.3. ESPECIE DEL ANIMAL AGRESOR     5.4. VACUNADO     5.5. NOMBRE Y DIRECCION DE PROPIETARIO

(X) GATO                                                           ()SI     (X) NO                       (X) DESCONOCIDO

5.9 ESTADO AL MOMENTO DE LA AGRESIÓN

() CON SIGNOS DE RABIA      (X) SIN SIGNOS DE RABIA              () DESCONOCIDO   
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5.10. UBICACIÓN

(X) PERDIDO

	
	

	6. ANTECEDENTES DE INMUNIZACIÓN

	¿ANTES DEL TRATAMIENTO ACTUAL EL PACIENTE HABIA RECIBIDO?
	

	6.1. SUERO ANTIRRABICO
	6.2. VACUNA ANTIRRABICA

	() SI     () NO   (X)NO SABE
	() SI     () NO   (X)NO SABE

	
	

	7. DATOS DE TRATAMIENTO APLICADO EN LA ACTUALIDAD Y LA ENFERMEDAD

	
	

	7.1. LAVADO DE HERIDA CON AGUA Y JABON                        7.2. SUTURA DE LA HERIDA
	7.3. SUERO ANTIRRABICO ACTUAL

	(X) SI     () NO                                                                                         () SI     (X) NO
	() SI     (X) NO   

	7.5. APLICACIÓN DE VACUNA
	

	() SI     (X) NO   
	

	
	

	8. SEGUIMIENTO DEL CASO 

	SEGUIMIENTO DEL ANIMAL AGRESOR
	

	No aplica x que es animal desconocido
	


Por su parte, en el formulario diligenciado por el Hospital Universitario San José de Popayán, se consignó que el tipo de exposición correspondía a “Exposición Leve”. (Fl. 25-26 C. Ppal)
- En oficio No. 90-6574 de 3 de septiembre de 2008, emitido por el Secretario de Salud del Municipio de Santander de Quilichao, se informa que: (Fl. 100 y 180 C. Ppal)
“La ESE Francisco de Paula Santander reportó de manera extemporánea el incidente tratado sobre este aspecto”. 

“(…)

La Empresa Social del Estado Francisco de Paula Santander incluyó el caso del menor (….) en la semana 10, comprendida entre el 2 al 8 de marzo del Calendario Epidemológico que fue reportado a esta Secretaría el 25 de marzo de 2008, donde se realizó la consolidación y envió a la Secretaría Departamental del Cauca.”

- En oficio  de 6 de mayo de 2008, emitido por el Secretario de Salud del Cauca, se informa que: (Fl. 104 C. Ppal)
“(…) la notificación semanal de exposición rábica del menor (…) fue recibida en la semana epidemiológica número 13, el día 25 de marzo, por la Secretaría de Salud del Cauca procedente de la Secretaría de Salud de Santander de Quilichao, notificando el Departamento a la Nación en la misma semana.”

- Dentro del auto que abrió a pruebas el proceso, se ordenó oficiar al Instituto Nacional de Salud a efectos de que remitiera con destino al proceso, copia auténtica del Protocolo de Vigilancia de Rabia (Fl. 242 C. Ppal,) sin que dicho documento fuera allegado. No obstante lo anterior, se observa que fue incorporado al proceso con la demanda, el Protocolo de Vigilancia de Rabia vigente para el primer semestre del año 2007 emitido por el Instituto Nacional de Salud, el cual considera la Sala puede ser valorado en este proceso, en tanto dicho documento cuenta con la remisión que del mismo hace el Secretario de Salud Departamental del Cauca y el Secretario de Salud Municipal de Santander de Quilichao, quienes de todos modos advierten, que dicho protocolo vigente para la época de los hechos, puede ser revisado en la página web oficial del Instituto Nacional de Salud. (Fl. 110 – 128 C. Ppal)
En este orden, es preciso indicar lo que el Protocolo de Vigilancia de Rabia vigente para la época de los hechos, establecía como regla a seguir para la atención médica de mordeduras de animales que pudieran implicar la transmisión del virus de la rabia:

“3.1. Definición operativa de caso 

 Teniendo en cuenta que se trata de una zoonosis en la que se requiere identificar oportunamente a las personas expuestas para su adecuada y pronta atención y evitar de esta manera casos de rabia en humanos entre los expuestos, es preciso vigilar las exposiciones a rabia en humanos y los casos de rabia en personas y en los perros, especie más implicada en la transmisión al humano por su cercanía con él. 

Exposición Rábica 

	Exposición Leve
	Exposición leve (o baja probabilidad de transmisión del virus rábico): es una mordedura única en área cubierta del cuerpo (tronco, miembro superior o inferior), y/o lamedura de piel lesionada y rasguños o  arañazos ocasionados por un animal doméstico no  observable, desconocido o callejero. 

	Exposición Grave
	Exposición grave (o alta probabilidad de transmisión  del virus rábico), es toda: 
- Mordedura en áreas cubiertas o descubiertas del cuerpo, lamedura de mucosas o de piel lesionada o arañazo en el cuerpo de una persona, ocasionado por un animal: 
  Con rabia confirmada por el laboratorio o Silvestre o salvaje o
  Con signos o síntomas compatibles con rabia al  momento del accidente o durante los 10 días de  observación, no vacunado, que arremete sin  provocación alguna o que a juicio del médico tratante  presente una alta probabilidad de trasmitir el virus  rábico. 
- Mordedura, cualquiera que sea su número, extensión  o profundidad, en cabeza, cara, cuello y dedos.  Mordeduras múltiples y lamedura de mucosa causada  por un animal doméstico no observable o callejero.  
- Lesión o contacto de una persona con tejido  proveniente de un espécimen sospechoso o con rabia  confirmada, por razones de su oficio como fallas de la bioseguridad del personal de laboratorio, bioterios y  centros de zoonosis; lesiones por esquirlas óseas o salpicaduras con material de necropsia contaminado o contacto con alta concentración de virus rábico en el ambiente (aerosoles) del laboratorio o en cavernas de murciélagos, entre otros. 


No exposición 

1)  Mordedura en cualquier área cubierta o descubierta del cuerpo de una persona; lamedura de mucosas; lamedura de piel lesionada, o arañazo, provocado o no ocasionado por un animal doméstico vacunado (perros y gatos) con certificado de vacunación vigente, observable, sin signos ni síntomas compatibles con rabia al momento de la agresión (no olvidar que el periodo de transmisión en los animales domésticos se inicia tres a cinco días antes de la presentación de los síntomas). 

2) Contacto de saliva o tejido nervioso con piel intacta. 

3) Lesión causada por un roedor 1. 

4) Mordedura en cualquier área cubierta o descubierta del cuerpo de una persona; lamedura de mucosas; lamedura de piel lesionada o arañazo ocasionado por un animal en una persona que consulta después de diez o más días de ocurrida la agresión o contacto con el animal (perro o gato), el cual debe encontrarse sano en el momento en que la persona consulta. 

(Serie de Notas e Informes Técnicos No 4, "Rabia: Guía práctica para la atención integral de personas agredidas por un animal potencialmente transmisor de rabia", 6a. ed. Bogotá, 2002)
(…)

5. Orientación de la acción 

5.1. Individual 

Todo paciente con una agresión provocada por un animal potencialmente transmisor de rabia, lo primero que debe recibir es el cuidado oportuno de la herida, lo cual reviste gran importancia en la prevención de la rabia, por estar encaminado a eliminar el virus que potencialmente haya sido depositado por la saliva del animal en el sitio de la lesión, evitando en lo posible y cuanto antes, que a través de los filetes nerviosos el virus emprenda su viaje hacia la médula espinal y el encéfalo. 

Como tratamiento inmediato de toda lesión, es necesario el lavado de la herida con abundante agua y jabón (preferiblemente de lavar ropa) o detergente, dejando enjabonada la zona afectada durante cinco minutos, enjuagando a continuación con agua a chorro hasta garantizar la absoluta limpieza de la lesión; este procedimiento deberá repetirse tres veces. Adicionalmente, se puede aplicar un agente virucida tipo amonio cuaternario, soluciones yodadas, o agua oxigenada. Si lo anterior no es posible, el lavado cuidadoso y prolongado con agua corriente es también muy útil. 

"No se deben suturar las heridas ocasionadas por mordedura". Si a juicio del médico tratante en casos excepcionales es imprescindible hacerlo, deberá afrontar los tejidos con algunos puntos, evitando en lo posible que la aguja atraviese el área de la mordedura, previa aplicación de suero alrededor de la herida. 

Además de la adecuada y oportuna atención de la herida, de ser necesario, se aplicará profilaxis antitetánica y medidas preventivas contra otras infecciones (antibiótico de elección). 

El médico debe valorar exhaustivamente toda agresión o contacto ocasionado por un animal transmisor de rabia o por otro humano sospechoso, para brindarle atención adecuada y oportuna. Toda consulta por esta causa es una emergencia médica y se atenderá de manera individual e inmediata, analizando en conjunto los siguientes factores para definir la conducta a seguir; estos factores nos permiten definir la potencialidad de transmisión del virus: 

· Especie de animal mordedor. En nuestro medio, los transmisores más importantes de la rabia son el perro, algunos animales salvajes y el gato. Las mordeduras de zorros, murciélagos (en particular de los vampiros), primates y de otros animales salvajes, incluso domesticados, deben considerarse una exposición grave que requiere tratamiento inmediato. 

· 
Circunstancias en que ocurrió el accidente. Se requiere establecer si la agresión fue o no provocada. 

Se define como agresiones provocadas aquellas que ocurren como respuesta a la conducta de las personas, como la manipulación inadecuada al examen o a la vacunación del animal, el ingreso de una persona desconocida para el animal a su territorio (vivienda, lote, finca, otros), el intento de acercarse o coger al cachorro de una hembra en lactancia, imprudente aproximación al animal cuando se está alimentando, pisar o agredir voluntaria o involuntariamente a un animal, descuido en el manejo del animal herido, interferir a la pareja en celo, amenazar voluntaria o involuntariamente al animal, producir ruidos o movimientos que lo exciten (gritos, motos, bicicletas,  carros y personas que pasen cerca de él corriendo), entre otros. 

Se consideran agresiones no provocadas aquellas que se producen espontáneamente, como las ocasionadas por animales que normalmente huyen del hombre (por ejemplo los animales salvajes), que ocurren a horas inusitadas (por ejemplo, un murciélago que vuela de día o que se deja capturar fácilmente) y por aquellos que son atropellados; éstos accidentes son los más sospechosos. Las circunstancias del accidente deben evaluarse con especial cuidado en los niños, quienes por temor tienden a cambiar las circunstancias o minimizar los ataques. 

Estado de vacunación del animal mordedor. La vacunación vigente certificada del animal mordedor disminuye el riesgo de transmisión de la enfermedad, aunque no da una seguridad de 100%. 

· Estado de vacunación de la persona atendida. Es indispensable establecer el estado de vacunación antirrábica, previo a la agresión o contacto, para definir el tratamiento a seguir con la persona atendida. 

· Localización y tipo de agresión. Es muy importante establecer la localización anatómica de la agresión (cabeza, cara, cuello, dedos, tronco, extremidades y mucosas) e identificar el tipo de lesión o contacto (mordedura, arañazo o rasguño, lamedura o contacto con saliva o material de necropsia), pues de acuerdo con esto habrá mayor o menor probabilidad de que el virus rábico, si está presente, penetre y se replique en la persona. 

La exhaustiva evaluación de todos los factores mencionados permite determinar si hubo o no exposición al virus de la rabia, para decidir si se aplica o no la vacuna, y dependiendo de si fue grave o leve la exposición se define si además se aplica el suero antirrábico. 

Después de la valoración médica, si se encuentra que el paciente tiene una exposición grave se le aplicará tratamiento específico con vacuna y suero antirrábico (previa prueba de sensibilidad antes de aplicar el suero heterólogo), pero si se trata de una exposición leve se le aplicará vacuna antirrábica como único tratamiento específico. En caso de no haber exposición no se requiere la aplicación de suero ni de vacuna antirrábica (para mayor información ver: Serie de Notas e Informes Técnicos No 4, "Rabia: Guía práctica para la atención integral de personas agredidas por un animal potencialmente transmisor de rabia", 6a. ed. Bogotá, 2002). 

"La administración de corticoides está contraindicada". 

Cuando ocurren casos de rabia en humanos, se debe verificar que el cuadro clínico corresponda a la definición de caso e indagar por los antecedentes de agresiones o contacto con animales transmisores de rabia, exposición rábica y manejo recibido. Es indispensable realizar la búsqueda inmediata de otras personas expuestas y verificar si han recibido la atención indicada, de lo contrario se remitirá para su tratamiento inmediato.” (Negrillas fuera de texto)
Del protocolo de vigilancia de rabia citado, se extrae que en los casos en donde se presenten pacientes que han sido objeto de mordedura, arañazo o lamedura de animales potencialmente transmisores de rabia (perro, gato y otros), el personal médico deberá valorar exhaustivamente toda agresión a efectos de brindarle la atención adecuada y oportuna, debiendo ejecutar como tratamiento inmediato a toda lesión, el lavado de la herida, la aplicación de profilaxis antitetánica y la prescripción de antibióticos como medidas preventivas contra otras infecciones.
No obstante lo anterior, el protocolo referido establece que el médico tratante debe valorar la situación de manera individual e inmediata, a efectos de determinar la conducta a seguir,   analizando los factores previamente establecidos por el Instituto Nacional de Salud, para definir la potencialidad de transmisión del virus, esto es, especie de animal mordedor, si la agresión fue provocada o no, estado de vacunación antirrábica de la persona atendida previo a la agresión y del animal mordedor, la localización y el tipo de agresión (“pues de acuerdo con esto habrá mayor o menor probabilidad de que el virus rábico, si está presente, penetre y se replique en la persona”), puesto que el Protocolo advierte que a partir de la evaluación de estos factores, se determinará si hubo o no exposición al virus de la rabia.

En este orden, en el evento de determinarse  que existió una exposición leve - esto es cuando se está frente a una mordedura, arañazo o lamedura de piel lesionada por animal doméstico no observable, desconocido o callejero-, el paso a seguir será la aplicación de la vacuna antirrábica como único tratamiento específico, y en caso de exposición grave –cuando la agresión viene de un animal con rabia confirmada o con signos compatibles con rabia entre otros-, se deberá además de suministrar dicha vacuna, aplicar el suero antirrábico. Por su parte, cuando se determine que no existió exposición alguna – cuando la agresión, provocada o no, proviene de un animal doméstico vacunado con certificado de vacunación vigente, observable sin síntomas compatibles con rabia al momento de la agresión-, no se requerirá ni del suero ni de la vacuna antirrábica.
Ahora bien, de las pruebas recaudadas en el asunto, la Sala encuentra acreditado que el menor (…) acudió al Hospital Francisco de Paula Santander ESE, el 15 de febrero de 2008, al ser mordido en su mano derecha por un gato en el Instituto Técnico Educativo ubicado en el Municipio de Santander de Quilichao, en donde el médico de turno por el sólo hecho de encontrar que dicha agresión había sido provocada por otros adolecentes, descartó la posible exposición del paciente al virus de la rabia, sin consignar en la historia clínica más especificaciones o factores que llevaran a dicha conclusión. En este orden, al determinar que no existió exposición –ni leve ni grave-, el médico procedió a realizar como tratamiento único, un lavado de la herida con jabón y la aplicación de la vacuna antitetánica, absteniéndose de aplicar la vacuna antirrábica.
A partir del 20 de marzo de 2008, se observa que el menor (…) presentó desmejora en su salud, sintiendo un fuerte dolor en el miembro superior derecho, - extremidad que había sido mordida por el gato inicialmente – frente a lo cual el personal médico del Hospital Francisco de Paula Santander, procedió a realizar exámenes y prescribir medicamentos, a fin de contrarrestar los síntomas sufridos por el menor, sin determinar con certeza la causa de los mismos.  
Es el 23 de marzo de 2008, cuando el pediatra vinculado al Hospital Universitario San José de Popayán, donde es remitido el paciente al requerir un servicio de III Nivel, plantea el posible diagnóstico de rabia, dado el antecedente del contacto con un gato quien lo araño “sin causa aparente” 
Luego, por requerir el paciente servicio de salud del IV Nivel, se ordena su remisión a la Clínica SUMA de la ciudad de Cali, la cual se efectúa el 23 de marzo de 2008, falleciendo finalmente el 27 del mismo mes y año con un diagnóstico final de Encefalomielitis rábica.

De este modo, no existe duda para la Sala que la causa de muerte del menor (…), fue consecuencia del virus rábico adquirido el 15 de febrero de 2008, cuando en la institución educativa éste fue agredido por un gato que portaba dicha afección, diagnóstico que es preciso advertir, se logró confirmar con la autopsia.
En este orden, debe la Sala determinar si la entidad demandada, Hospital Francisco de Paula Santander ESE, incurrió en una falla del servicio al no cumplir con el protocolo de vigilancia de rabia establecido por el Instituto Nacional de Salud a fin de atender a personas agredidas por animales potencialmente portadores del virus de la rabia, teniendo en cuenta que el argumento central de la demanda, radica en que la entidad no prestó el servicio adecuado al no suministrar la vacuna antirrábica tal como lo recomendaba para el caso, el protocolo de vigilancia de rabia.
Al respecto, infiere la Sala de las pruebas recaudadas, que si bien al momento de la valoración inicial, esto es la efectuada el 15 de febrero de 2008, se descartó por el médico de turno la exposición del paciente al virus de la rabia al anotar que la mordida del gato era consecuencia de una agresión provocada, lo cierto es que el centro hospitalario sabía de antemano que la ubicación y procedencia del gato agresor era totalmente desconocida, pues así se consignó por el Hospital Francisco de Paula Santander ESE, en el formulario “ficha de notificación de datos”, al indicar que se desconocía el nombre, dirección y teléfono del propietario del gato agresor,  además de la ubicación de dicho animal, indicando incluso que el mismo no se encontraba vacunado; formulario a través del cual, se procedió por el hospital el 25 de marzo de 2008 a notificar a la Secretaría de Salud Municipal de Santander de Quilichao del incidente rábico, sin que se haya advertido que dicha información no era la inicialmente aportada por el paciente o para el caso, la aportada por la madre del menor.

Es preciso reiterar, que el protocolo de vigilancia de rabia aplicable para el caso bajo estudio, establece que no existe exposición cuando se conoce la procedencia del animal agresor y se cuenta con el certificado de vacunas del mismo, mientras que la exposición leve, ocurre cuando se es objeto de mordedura, arañazo o lamedura de piel lesionada por animal doméstico no observable, desconocido o callejero, dependiendo de la determinación de ello, el correspondiente tratamiento a seguir.
En este orden, encuentra la Sala que en efecto existió un incumplimiento por parte del Hospital Francisco de Paula Santander ESE, del protocolo de vigilancia de rabia establecido para el efecto por el Instituto Nacional de Salud, en tanto el incidente sufrido por el menor, constituía un riesgo de transmisión de rabia, puesto que la mordedura del animal agresor, provino de un gato no observable, y totalmente desconocido, circunstancia que llevaba a determinar la existencia de una exposición leve, tal como lo clasificó el Hospital Universitario San José en su momento, y por tal el tratamiento a seguir era la aplicación de la vacuna antirrábica como único tratamiento específico.

No se podía entonces establecer como lo hizo el centro hospitalario demandado, que se trataba de un caso ajeno a la exposición rábica, en tanto se desconocía la procedencia del gato y por tal tampoco se tenía certeza del certificado de vacunación del animal agresor tal como exige el protocolo para acceder al tipo de tratamiento que se le aplicó al paciente. Y llama la atención de la Sala que a pesar de advertir la entidad demandada, las circunstancias que rodearon la agresión, las cuales sin lugar a dudas constituyeron una exposición leve, haya consignado en el formulario de notificación, que no existió exposición alguna al virus de la rabia.
En estos términos, para la Sala resulta claro que, la atención médica prestada al menor (….) si tuvo deficiencias a luz de lo establecido en el protocolo de vigilancia de rabia, al emitirse, pese a las circunstancias que rodearon el incidente del menor, un diagnóstico equivocado y por tal, omitir la aplicación del tratamiento correspondiente. 
En efecto, la importancia del diagnóstico radica en que a partir del mismo se plantea el tratamiento a seguir, de manera que una equivocación cometida en esta etapa, tendrá como consecuencia también un error en el tratamiento, por lo tanto, se incurre en falla del servicio cuando la entidad no agota los recursos científicos y técnicos a su alcance recomendados en los protocolos médicos para establecer un diagnóstico definitivo, lo cual en el sub judice fue omitido. 

De este modo, las pruebas obrantes en el expediente permiten a la Sala encontrar como hecho indicado la falla o falta de la entidad demandada – Hospital Francisco de Paula Santander de Quilichao – cuando no se actuó conforme las recomendaciones del protocolo de vigilancia de rabia, a efectos de diagnosticar la exposición del virus de la rabia de la cual fue objeto el menor (…),  sin que pueda determinarse en el proceso que la concurrencia de causas naturales, o propias a la situación orgánica y funcional del paciente hayan sido las determinantes para enervar la responsabilidad de la entidad demandada, pues no existe duda que la causa de muerte del menor, fue precisamente el desarrollo del virus de la rabia no tratado debidamente desde un principio.
Se debe indicar que el nexo causal no se rompe, por el hecho de haber adquirido el menor el virus de la rabia en hechos ajenos al centro hospitalario como lo alega el demandado, pues la falla en el presente asunto, radica precisamente en el diagnóstico y tratamiento aplicado con lugar a dicha enfermedad, la cual con seguimiento del protocolo, era posible determinar.

Así las cosas, al encontrarse probada la falla del servicio en que se incurrió en la prestación de servicios médicos al menor (….) porque no se agotaron los protocolos existentes para el diagnóstico y manejo del virus de la rabia, la entidad demandada está llamada a responder por el daño causado.
3. Los perjuicios demostrados y el monto de la indemnización.

Para el reconocimiento de perjuicios se requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. La legitimación para reclamar;  2. La demostración del perjuicio; 3. La relación de causalidad entre el perjuicio y la indemnización solicitada.

3.1 La legitimación en la causa: 

Por Activa: Comparece al proceso la señora  Cielo Patricia Pérez Vargas, quien acredita ser madre del menor (…) (Fl. 200 C. Ppal), por tal se encuentra legitimada en la causa material por activa en este proceso. 
Igualmente, la señora Cielo Patricia Pérez Vargas, comparece al proceso como representante legal de su hijo menor de edad: José Manuel Mejía Pérez, respecto al cual, obra en el expediente copia auténtica del registro civil de nacimiento, con el que se demuestra su parentesco. (Fl. 91 C. Ppal)
Respecto de los menores Javier Camilo y Julia Marcela Mejía Pérez, quienes afirman actuar en calidad de hermanos, se observa que obra a folios 89 y 90 del cuaderno principal, copia auténtica de los registros civiles de nacimiento, con el cual igualmente se encuentra acreditado el parentesco.

Por tanto, se encuentra acreditada la legitimación en la causa material por activa de los anteriores demandantes. 

Por su parte, los señores Lucia Esther Vargas Tribiño, Daniela Martínez Vargas, Gina Marcela Percy Vargas y Eduardo José Brito Vargas, manifiestan actuar en calidad de abuela y tíos respectivamente del menor (….), allegando con la demanda para acreditar dicho parentesco, los registros civiles de nacimiento de cada uno y el de la señora Cielo Patricia Pérez Vargas.
Al respecto, advierte que Sala que en el registro civil nacimiento de los mencionados, consta que los señores Daniela Martínez Vargas, Gina Marcela Percy Vargas y Eduardo José Brito Vargas quienes alegan la calidad de tíos del menor, son hijos de la señora Lucia Esther Vargas Tribiño, no obstante se observa que en el registro civil de nacimiento de la señora Cielo Patricia Pérez Vargas, aparece como madre la señora Lucy Vargas Tribiño, sin que se indique en dicho documento la cédula de ciudadanía de misma, de manera tal que la Sala pueda determinar que la señora LUCY y LUCIA ESTHER se tratan de la misma persona. 
En este orden, no logra la Sala extraer el parentesco alegado por la parte actora respecto del menor afectado, pues por un lado, la señora Lucia Esther Vargas Tribiño quien otorga poder pretendiendo el pago de perjuicios en su calidad de abuela del menor, no acredita su calidad de madre de la señora Cielo Patricia Pérez Vargas con el registro civil de nacimiento, y por el otro, los señores Daniela Martínez Vargas, Gina Marcela Percy Vargas y Eduardo José Brito Vargas, quienes igualmente otorgaron poder en su calidad de tíos del menor y por tal hermanos de la señora Cielo Patricia, no acreditan con los registros referidos, tener la misma madre.
Sumado a lo anterior, encuentra la Sala que la declaración rendida dentro del proceso, no aporta elemento alguno del cual se puede inferir la calidad de terceros damnificados, puesto que si bien en la misma se refiere a las relaciones existentes entre abuela y tíos, no se identifica de manera alguna los mismos. Pues bien en dicha diligencia se manifestó al respecto que:
“PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho cómo eran las relaciones familiares y de afecto entre el menor fallecido (…), su madre, hermanos abuela y tíos. CONTESTÓ: entre ellos había una buena relación, se visitaban continuamente, hacía poco habían estado en Santander, y para esos días que estuvo internado, vino la abuela a acompañarlo. Después de la muerte de (….), la abuela, las dos tías y el tío le dijeron a CIELO PATRICIA que se fuera a vivir con ellos a Barranquilla, y así lo hicieron y actualmente viven en el Municipio de Cota juntos todo el grupo familiar.”
3.2 De los perjuicios:

- DAÑO MORAL: En el libelo introductor, se solicita la suma equivalente a 1500 SMLMV, a favor de la madre del menor (…) y a favor de los hermanos, 500 SMLMV.

En relación con el perjuicio moral ha reiterado el Consejo de Estado que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. La magnitud del dolor puede ser apreciada por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba
. 
De acuerdo con el criterio que adoptado inicialmente por la jurisprudencia del Consejo de Estado,  a partir de la sentencia de 6 de septiembre de 2001
, el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado, como cuando se demanda indemnización por la muerte de un familiar
, debía ser indemnizado con una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. No obstante, con posterioridad han existido eventos en los que se han convenido igual indemnización aun cuando no tiene ocurrencia la muerte del directo afectado
, o inclusive indemnizaciones superiores a aquél umbral cuando, por ejemplo, el hecho involucra graves violaciones a los derechos humanos
, o en casos de privaciones injustas de la libertad en razón a las circunstancias en las que la mismas se cumple o considerando su prolongación por un largo periodo de tiempo
.

Por ello, y considerando además, que las reglas de la experiencia permiten afirmar que la muerte de una persona afecta a los integrantes de su familia próxima
, la Sala dispondrá el reconocimiento de una indemnización de perjuicios a cada uno de los demandantes, quienes demostraron su condición de parientes del menor fallecido (…), con el correspondiente registro civil, así: 

	DEMANDANTE
	PARENTESCO
	INDEMNIZACIÓN

	Cielo Patricia Pérez Vargas
	MADRE
	$61`600.000 ( 100 smlmv)

	José Manuel Mejía Pérez
	HERMANO
	$30´800.000 (50 smlmv)

	Javier Camilo  Mejía Pérez
	HERMANO
	$30´800.000 (50 smlmv)

	Julia Marcela Mejía Pérez
	HERMANA
	$30´800.000 (50 smlmv)


PERJUICIOS MATERIALES

-Daño Emergente: 

Solicita la parte demandante se condene por daño emergente a favor de la señora Cielo Patricia Pérez Vargas, la suma de $8.006.000.oo, correspondiente al pago de medicamentos, alimentación y alojamiento.
Respecto a lo anterior, precisa la Sala que no obra en el expediente ningún medio probatorio con el que se pueda determinar que efectivamente, la parte demandante incurrió en alguno de los gastos reclamados. En consecuencia, se negará dichos perjuicios. 
- Lucro cesante
Se reclama a favor de la señora Cielo Patricia Pérez Vargas, la suma de $461.500.900,  correspondiente a que lo que en su calidad de madre dejara de percibir.

Aunque en el expediente no obra prueba que permita concluir que, efectivamente, al momento de su deceso el menor (…) devengara un salario mínimo, de conformidad con las reglas de la experiencia, es posible inferir que cuando el menor cumpliera la mayoría de edad, contribuiría al sostenimiento de su madre con el 50% de sus ingresos, contribución que se infiere, haría hasta que cumpliera 25 años de edad
. Igualmente, que el 50% restante, lo destinaría para sus gastos propios.
 

Así, para el cálculo de la indemnización se tendrá en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la presente providencia ($616.000.oo), ante la falta de cualquier otro elemento de juicio que permita deducir suma distinta para efectuar la liquidación, más el 25% por concepto de prestaciones sociales ($154.000.oo): 

Por lo tanto, la suma que se tendrá en cuenta para la liquidación será de $770.000, cuyo 50% corresponde a la renta base para la liquidación del perjuicio padecido por la madre, la señora Cielo Patricia Pérez Vargas, es decir $385.000
 

Entonces, la indemnización abarcará, el lapso de tiempo comprendido entre la fecha en que el menor cumpliría la mayoría de edad 18 años, hasta la fecha de la sentencia – indemnización debida o consolidada-, esto es entre 12 de junio de 2013
 hasta 10 de abril de 2014, y desde ésta hasta la fecha en que cumpliría los 25 años de edad – indemnización futura o anticipada-, esto es entre el 11 de abril de 2014 hasta el  12 de junio de 2020.
Indemnización debida o consolidada

La  fórmula aplicable según el Consejo de Estado, donde: 

S: Suma que se busca

Ra: Renta actualizada, suma base de liquidación: $385.000
n  :  Número de meses transcurridos desde la fecha en que el menor cumpliría 18 años de edad -  12 de junio de 2013, hasta la fecha de la sentencia -10 de abril de 2014-, es decir meses 9.93.
i   :   0.004867

Formula:
	( 1 + i ) n  - 1 

	i


       S= Ra   x   

Reemplazando se tiene:

	
	
	
	
	
	

	S  =
	385.000,00
	( 1 + 0,004867 ) 9.93 - 1
	=
	3.907.207.18

	
	
	0,004867
	
	


Total indemnización debida o consolidada: $ 3.907.207.18.
Indemnización futura o anticipada
La  fórmula aplicable según el Consejo de Estado, donde: 

n  :  Número de meses transcurridos desde la fecha de la sentencia - 10 de abril de 2014-, hasta la fecha en que el cumpliría 25 años de edad -  12 de junio de 2020, es decir meses 74.06.
	Formula:

	


	S =  Ra     
	( 1+i ) n  - 1

	
	i  ( 1+i )  n


Reemplazando se tiene:

S  =   385.000,00   (1,004867)74.06 -1 
       =   23.891.641.91
                       0,004867(1,004867)74.06
Total indemnización futura o anticipada: $ 23.891.641.91.
Por tanto se reconocerá a la señora CIELO PATRICIA PEREZ VARGAS, la suma de VEINTISIETE MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($27.798.849,oo), a título de lucro cesante.
- reparación integral
En la demanda, se solicitó se condenará a la entidad demandada a pedir disculpas públicas a los familiares del menor (….), “en razón de haberse calumniado la memoria del niño, al animal que la mordedura fue ocasionada por la agresión del niño al gato”.
Al respecto, es preciso advertir que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que es posible decretar medidas de justicia restaurativa, aún de oficio al margen de los principios de congruencia y de no reformatio in pejus, en los casos de i) grave violación a derechos humanos por parte del Estado –acción u omisión– o por la actividad de terceros pero imputable al primero y ii) la afectación significativa a un derecho fundamental de los reconocidos a nivel constitucional. En este sentido, la alta corporación ha indicado
:

“En consecuencia, en los eventos en los que sea evidente la alteración grave de un derecho fundamental, es posible que se adopten medidas distintas a la indemnización de perjuicios, todas ellas como instrumentos de la justicia restaurativa, encaminadas a la garantía y amparo del núcleo esencial del derecho afectado, para darle contenido al principio de reparación integral en los términos del artículo 16 de la Ley 446 de 1998.

En consecuencia, en los eventos en los que sea evidente la alteración grave de un derecho fundamental, es posible que se adopten medidas distintas a la indemnización de perjuicios, todas ellas como instrumentos de la justicia restaurativa, encaminadas a la garantía y amparo del núcleo esencial del derecho afectado, para darle contenido al principio de reparación integral en los términos del artículo 16 de la Ley 446 de 1998.

Al respecto, la Sección ha precisado:   

i) En todo proceso en el que se juzgue la responsabilidad patrimonial del Estado, será posible deprecar medidas de reparación integral, con miras a que se restablezca el statu quo preexistente a la producción del daño. 

En consecuencia, siempre será posible que en las demandas de reparación directa los demandantes formulen pretensiones dirigidas o encaminadas a la reparación in integrum del perjuicio, incluso reparaciones in natura. No obstante, en estos supuestos, el juez estará siempre vinculado por el principio de congruencia procesal y de la no reformatio in pejus. 

ii) Cuando se trate de graves violaciones a derechos humanos, el juez cuenta con la facultad de decretar todo tipo de medidas de justicia restaurativa (correctiva), encaminadas a la satisfacción y el restablecimiento del derecho o derechos lesionados. Así las cosas, en estos eventos, el juez de lo contencioso administrativo no puede estar limitado, en modo alguno, por los principios procesales antes mencionados, puesto que constituye un imperativo categórico que prevalece sobre las citadas garantías, el hecho de garantizar una reparación integral del perjuicio.”

En este orden, si bien esta Sala ha acogido el precedente del Consejo de Estado en relación con las reparación integral, adoptando incluso dichas medidas restaurativas en otros asuntos bajo estudio
, en el caso concreto encuentra que no proceden las mismas bajo los argumentos expuestos en la demanda, esto es por haberse “calumniado la memoria del niño”, pues bien, advierte la Sala que dicha afirmación no tiene respaldo probatorio alguno dentro del proceso, situación que impide acceder a la pretensión reclamada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER ESE administrativamente responsable por el daño antijurídico causado a los señores Cielo Patricia Pérez Vargas, José Manuel Mejía Pérez, Javier Camilo y Julia Marcela Mejía Pérez, por los motivos expuestos en la parte considerativa de la providencia.

SEGUNDO: CONDENAR al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER ESE a reconocer y pagar por perjuicios morales:
	DEMANDANTE
	PARENTESCO
	INDEMNIZACIÓN

	Cielo Patricia Pérez Vargas
	MADRE
	SESENTA Y UN MILLONES DE PESOS  M/CTE  ($61`600.000)

	José Manuel Mejía Pérez
	HERMANO
	TREINTA MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS  M/CTE  ($30´800.000)

	Javier Camilo  Mejía Pérez
	HERMANO
	TREINTA MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS  M/CTE  ($30´800.000)

	Julia Marcela Mejía Pérez
	HERMANA
	TREINTA MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS  M/CTE  ($30´800.000)


TERCERO: CONDENAR al HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER ESE a reconocer y pagar a favor de la señora CIELO PATRICIA PÉREZ VARGAS, por concepto de perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante, la suma de VEINTISIETE MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($27.798.849,oo).
CUARTO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO: Para el cumplimiento de este fallo se dará aplicación a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

SEXTO: Ejecutoriada ésta providencia, expídase copia auténtica para su cumplimiento,  haciéndose constar en la primera que presta mérito ejecutivo.

SÉPTIMO: Una vez cumplida la orden del numeral precedente archívese el expediente. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Constancia: el proyecto de la presente providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                   PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE

MAGNOLIA CORTÉS CARDOZO
�A la fecha de presentación de la demanda estaba vigente la siguiente disposición, en el sentido que la cuantía se establece por “2. Por el valor de la pretensión mayor, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones”.  


�De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste “…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia”, la que según el mismo ocurrió a partir del 2 de julio de 2.011.


� “Por el cual se reglamentan los artículos 96, 97 y 98 del Decreto Ley 1298 de 1994 en lo relacionado con las Empresas Sociales del Estado.”


�Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera-Subsección A Radicación: 250002326000199208147-01 (18.232) Actor: Plinio Patiño Demandado: Caja de Previsión de Cundinamarca-Asunto: Acción de reparación directa


�[1] Consejo de Estado Sección Tercera,  Sentencia de 20 de abril de 2008 Expediente Exp. 15563.


�[2] Reiterada en Sentencia de 18 de abril de 2010, Consejero Ponente Ruth Stella Correa Palacio. 


�[3] Consejo de Estado, Sección Tercera, exp. 15.033 M.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


�[4] Cfr. RICARDO DE ANGEL YAGÜEZ. Algunas previsiones sobre el futuro de la responsabilidad civil (con especial atención a la reparación del daño), Ed. Civitas S.A., Madrid, 1995, p. 42.


�[5] Ibídem, págs. 77. La Sala acogió este criterio al resolver la demanda formulada contra el Instituto Nacional de Cancerología con el objeto de obtener la reparación de los perjuicios causados con la práctica de una biopsia. Se dijo en esa oportunidad que si bien no existía certeza “en el sentido de que la paraplejia sufrida...haya tenido por causa la práctica de la biopsia”, debía tenerse en cuenta que “aunque la menor presentaba problemas sensitivos en sus extremidades inferiores antes de ingresar al Instituto de Cancerología, se movilizaba por sí misma y que después de dicha intervención no volvió a caminar”. Por lo cual existía una alta probabilidad de que la causa de la invalidez de la menor hubiera sido la falla de la entidad demandada, probabilidad que además fue reconocida por los médicos que laboraban en la misma. Sentencia del 3 de mayo de 1999, exp: 11.169.


�[6] Ver, por ejemplo, sentencias de 14 de julio de 2005, exp. 15.276 y 15.332.


� Sala de lo Contencioso Administrativo-Sección Tercera Subsección B Radicación número: 47001-23-31-000-1994-03766-01(19963) Actor: José Luis Zuleta Güete Demandado: Instituto de Seguros Sociales Referencia: Acción de reparación directa.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de: agosto 31 de 2006, exp. 15772, C.P. Ruth Stella Correa; de octubre 3 de 2007, exp. 16402, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; del 23 de abril de 2008, exp. 15750; del 1 de octubre de 2008, exp. 16843 y 16933; del 15 de octubre de 2008, exp. 16270. C.P. Myriam Guerrero de Escobar; del 28 de enero de 2009, exp. 16700, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; del 19 de febrero de 2009, exp. 16080, C.P. Mauricio Fajardo Gómez: del 18 de febrero de 2010, exp. 20536, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y del 9 de junio de 2010, exp. 18683, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, entre otras.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de: septiembre 13 de 1991, exp. 6253, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; del 22 de marzo de 2001, exp. 13166, C.P. Ricardo Hoyos Duque; del 14 de junio de 2001, exp. 11901; de octubre 3 de 2007, exp. 12270, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; de marzo 26 de 2008, exp. 16085, C.P. Ruth Stella Correa y del 4 de junio de 2008, exp. 16646, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de febrero de 2000, exp. 11.878, C.P. Alier Eduardo Hernández.


� [5] Fernández Costales, Responsabilidad civil médica y hospitalaria, p. 116.


� Roberto Vázquez Ferreyra, Daños y perjuicios en el ejercicio de la medicina, editorial Hammurabi, 2ª edición, Buenos Aires, 2002, pp. 106-107.


� En la sentencia de 10 de febrero de 2000, la Sección Tercera del Consejo de Estado imputó responsabilidad a la Universidad Industrial de Santander por la muerte de un joven universitario, como consecuencia de un shock séptico causado por apendicitis aguda, tras encontrar demostrado que el paciente ingresó al servicio médico de la entidad, con un diagnóstico presuntivo de esta enfermedad que constaba en la historia clínica, y que el médico de turno, no solo omitió ordenar los exámenes necesarios para confirmarlo o descartarlo, sino que realizó una impresión diagnóstica distinta, sin  siquiera haber examinado físicamente al paciente.  Exp. 11.878, C.P. Alier Eduardo Hernández.  


� En la sentencia de 27 de abril de 2011, la Sala imputó responsabilidad al ISS por el daño a la salud de un menor de edad, afectado por un shock séptico en la vesícula, en el hígado y en el peritoneo, luego de constatar que éste ingresó a la unidad programática de la entidad con un fuerte dolor abdominal, y que los médicos le formularon un tratamiento desinflamatorio y analgésico, sin practicarle otros exámenes o pruebas adicionales, que confirmaran que la enfermedad que lo aquejaba en realidad no era de gravedad y que podía controlarse con tales medicamentos. Exp. 19.846, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  


� Al respecto, la doctrina ha señalado que el error inexcusable no es cualquier error, sino aquél “objetivamente injustificable para un profesional de su categoría o clase. En consecuencia, si el supuesto error es de apreciación subjetiva, por el carácter discutible del tema o  materia, se juzgará que es excusable y, por tanto, no genera responsabilidad”. Alberto Bueres, citado por Vásquez Ferreyra, Op. Cit., p. 121.  


� Roberto Vázquez Ferreyra, Op. Cit., p. 124.


� [33] Ver VÁZQUEZ FERREYRA, Roberto, Op. Cit. p. 96, 97.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de febrero de 2000, exp. 11.878, C.P. Alier Eduardo Hernández. En similar sentido, véanse las sentencias de 27 de abril de 2011, exp. 19.846, C.P. Ruth Stella Correa Palacio y de 10 de febrero de 2011, exp. 19.040, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� Ver, por ejemplo, sentencia de 2 de junio de 2004, exp: 14.950. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, proceso acumulado N.º 13232–15646, MP. Alier E. Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN “B”. Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth. 29 de agosto de 2013. Expediente: 30283


� Por ejemplo, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia de agosto 16 de 2007, Exp. 30114, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, condeno al Estado Colombiano a pagar a quien quedó cuadripléjico como consecuencia de lesiones propinadas por miembros del Ejército Nacional 100 S.M.M.L.V.


� En providencia del 3 de marzo de 2010, de la Sección Tercera, CP. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 37160, el alto Tribunal avaló la liquidación del perjuicio moral en cuantía equivalente a 150 smlmv, en un caso de desaparición forzada imputable a efectivos del Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S.


� Así por ejemplo en sentencia del 14 de abril de 2010 (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de abril de 2010, exp. 18.960.), se decretó una condena por perjuicios morales, en un caso de privación injusta de la libertad, por valor de 150 SMMLV; y en sentencia del 2 de septiembre de 2013, exp. 33566, se reconoció a favor de la víctima de una privación injusta de la libertad, la suma de 250 salarios mínimos mensuales legales vigentes, por concepto de perjuicios morales dada la gravedad y magnitud de la lesión, al haber sido privado de su libertad por más de once años. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, M.P. Hernán Andrade Rincón


� “13. Cuando ha tratado el tema de la prueba de la existencia de los perjuicios morales en los parientes del afectado, esta Corporación ha considerado que el hecho de que esté acreditado el parentesco representa un indicio para la configuración de ese daño en los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y primero civil, esto es, respecto de los padres, hermanos, abuelos e hijos del afectado y de su cónyuge o compañera permanente. 13.1 Las razones que sustentan el paso del hecho indicador del parentesco, a la circunstancia de que el daño causado a una persona afecta moralmente a sus parientes, se fundamentan en que: a) la experiencia humana y las relaciones sociales enseñan que entre los parientes existen vínculos de afecto y ayuda mutua y b) las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes (artículo 42 de la C.P.). (…)”(Sección Tercera Subsección B, CP. Danilo Rojas Betancourth, sentencia del 30 de junio de 2011, exp. 19836.)


� “… la Sala decretará a título de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, las sumas que Marín Gil ha debido percibir durante el período comprendido entre la fecha en que terminaría la prestación del servicio militar obligatorio y el momento en que cumpliría 25 años de edad, como quiera que se entiende, conforme a las reglas de la experiencia, que un hijo ayuda a sus padres hasta que cumple la mencionada edad, oportunidad en la cual se presume inicia una vida independiente”(Consejo de Estado, Sección Tercera, CP. Enrique Gil Botero, sentencia de octubre 15 de 2008, expediente 18586.)


� Así lo estableció el Consejo de Estado, en un caso similar al aquí planteado,  al liquidar el lucro cesante. CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO. Bogotá D. C., treinta (30) de enero de dos mil doce (2012). Radicación número: 08001-23-31-000-1997-01925-01(22318)


� $616.000 + $154.000 = $770.000 - 50% = $385.000


� Teniendo en cuenta que el menor nació el 12 de junio de 1995.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO. Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil trece (2013). Radicación número: 25000-23-26-000-1990-06951-01(26303)





� Tribunal Administrativo del Cauca. Sentencia de 27 de febrero de 2014, Exp. 19001-33-31-005-2006-00362-01, Demandante: Clodomiro Inchima Imbajoa y otros, Demandado: Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional. M.P. Carmen Amparo Ponce Delgado.








